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Después del asesinato en 1989, el
Gobierno salvadoreño estuvo man-
teniendo durante prácticamente
mes y medio que quienes habían
asesinado a los jesuitas eran los
guerrilleros del FMLN. Incluso los
dos miembros de la Policía que Es-
paña envió a petición de los jesui-
tas decían básicamente lo mismo,
tras mantener una supervisión de
las supuestas pruebas en favor de
esa hipótesis de la Comisión Inves-
tigadora del Delito (cuerpo espe-
cializado y militarizado de la poli-
cía salvadoreña). El Arzobispo de
San Salvador y la Compañía de Je-
sús mantuvieron desde el princi-
pio, y con bases muy sólidas, que
el asesinato lo habían cometido los
militares y que había sido organi-
zado y coordinado desde el Estado
Mayor. La posición de la Compa-
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La apertura de un juicio en España
contra quienes asesinaron a un

grupo de seis jesuitas y a sus dos
colaboradoras en El Salvador nos da

la oportunidad de reflexionar 
sobre la justicia universal y las

dimensiones que ésta debe tener,
especialmente ante un caso muy

concreto, que ha tenido sus altas y
sus bajas judiciales. Para comenzar

es bueno hacer una muy somera
historia de lo realizado hasta 

ahora en El Salvador. 
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ñía de Jesús, muy clara desde el
primer momento, se resumía en
tres palabras: verdad, justicia y
perdón. Verdad como un derecho
básico y elemental de la sociedad,
y acto primordial de justicia; justi-
cia como acto principal de repara-
ción de las víctimas, y perdón co-
mo una realidad de orden cristiano
y ciudadano, que en una guerra ci-
vil debe convertirse en mecanismo
de reconciliación.

A principios de enero del 90 el Go-
bierno de El Salvador (GOES) reco-
noce a un grupo de militares como
los sindicados en el crimen y se ini-
cia el juicio en contra de ellos. El jui-
cio de dos años escasos de duración
fue utilizado por el GOES para en-
cubrir a los autores intelectuales de
la masacre, para absolver a quienes
ejecutaron la matanza y para con-
denar a quienes transmitieron la or-
den venida del Estado Mayor. Los
jesuitas por su parte trataron de uti-
lizar el juicio para llegar a los auto-
res intelectuales y para demostrar
que su lema, verdad, justicia y per-
dón, era en realidad un camino de
reconciliación válido para llevarse
a cabo, de un modo más general y
respaldado por una ley, al finalizar
la guerra civil.

Por eso, simultáneamente, los res-
ponsables de la Compañía de Jesús
pidieron el indulto para los dos mi-
litares condenados tras el juicio, y
mantuvieron su petición ante la

Comisión Interamericana de Dere-
chos Humanos (CIDH) de la OEA
para que emitiera resolución sobre
el encubrimiento que el Estado sal-
vadoreño mantenía en torno a los
asesinatos. Especialmente, el resul-
tado de una activa colaboración
entre la Comisión de la Verdad, insta-
lada tras la guerra civil, y la Com-
pañía de Jesús fue el esclarecimien-
to de la autoría intelectual del ase-
sinato. En efecto, en 1993 dicha
Comisión menciona a cinco milita-
res como autores intelectuales del
crimen. Ya antes un Congresista
norteamericano, Joe Moakley, ha-
bía mencionado a las mismas per-
sonas. Pero la Comisión de la Verdad
tuvo un efecto mucho mayor al
contar con declaraciones escritas y
firmadas de testigos que coincidí-
an en señalar a los mismos culpa-
bles, así como a una serie de encu-
bridores. La respuesta del GOES al
informe de la Comisión de la Verdad
fue promulgar en la Asamblea Le-
gislativa una ley de amnistía que
borraba cualquier delito cometido
durante la guerra e impedía la in-
vestigación de los mismos.

La repetida insistencia de los jesui-
tas en El Salvador de que el ejérci-
to reconozca el crimen como cri-
men cometido desde la cúpula de
la institución, y pida perdón públi-
camente por el mismo, a pesar de
lo repetida, fue envuelta en una es-
pecie de silencio mediático. El eco
político de la petición fue nulo. En
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1999 la CIDH recomendó al Go-
bierno salvadoreño llevar a cabo
una investigación con estándares
internacionales y llevar a juicio a
los autores intelectuales del crimen
sin tener en cuenta la ley de amnis-
tía. El presidente de El Salvador,
Francisco Flores, del partido ARE-
NA, respondió inmediatamente di-
ciendo que la CIDH presentaba ex-
clusivamente recomendaciones a
los Gobiernos. Y que era opcional
para los mismos el seguirlas o no.
El Fiscal General del momento, Be-
lisario Artiga, dijo a los periodistas
que él no había leído el informe de
la Comisión, pero que el caso no se
iba a abrir.

En ese contexto, en el año 2000 la
Compañía de Jesús, a través del
IDHUCA (Instituto de Derechos
Humanos de la Universidad Cen-
troamericana José Simeón Cañas,
UCA), denunció en los tribunales
como autores intelectuales del ase-
sinato al Presidente Cristiani, al
General Larios, ministro de defen-
sa en aquel momento, y a los cinco
integrantes del Estado Mayor del
Ejército mencionados por la Comi-
sión de la Verdad. Tras un tenso tira
y afloja de varios meses, al Fiscal
General no le quedó más remedio
que abrir el caso. Se de sató enton-
ces una campaña mediática contra
los jesuitas en la que los principales
periódicos del país publicaron du-
rante una semana un promedio de
tres páginas diarias insultando a

los demandantes y defendiendo a
los demandados. Brilló en aquellos
momentos la falta de solidaridad
de las autoridades españolas.
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desde enero del año 2008, 
representantes del 

arzobispado de El Salvador 
y de la Compañía de Jesús 

han mantenido 
conversaciones con el GOES 
sobre la posibilidad de que el 
presidente de la república, en 

nombre del Estado 
salvadoreño, pida 

públicamente perdón por los 
asesinatos de Monseñor 
Romero y de los jesuitas; 

frente a la impunidad 
absoluta que ha dominado 

hasta el presente, 
el reconocimiento de la 
dimensión estatal de los 

crímenes es un primer paso 
hacia otras fórmulas de 

reparación a las víctimas

El resultado del proceso fue muy
parecido. Los tribunales de las di-
versas instancias judiciales dijeron
entonces que las personas acusa-
das no podían considerarse am-



nistiadas, pero que había transcu-
rrido el tiempo de prescripción
del delito, diez años, que determi-
na la Constitución. La excusa du-
rante diez años para no abrir el ca-
so (que la amnistía borraba todos
los delitos), dejó de serlo cuando
apareció una nueva justificación
de la impunidad. De nuevo la
Compañía de Jesús acudió a la
CIDH presentando ahora una de-
nuncia contra el Estado salvadore-
ño por impedir a los familiares de
las víctimas el acceso a la justicia.
Este caso todavía no ha sido acep-
tado por dicha Comisión.

En torno a estas mismas fechas la
Procuraduría de Derechos Huma-
nos de El Salvador dio a luz su in-
forme sobre el caso jesuitas. De
nuevo se exigía que se llevara a
juicio a los autores intelectuales y
se recomendaba la derogación de
la ley de amnistía. Y de nuevo
también el Estado salvadoreño ne-
gó esas posibilidades de justicia,
recomendadas por una de sus
propias instituciones, nacidas de
los Acuerdos de paz. El entonces
presidente de El Salvador, Fran-
cisco Flores, solía decir para de-
fender la ley de amnistía, que si se
abrieran juicios locales «de nuevo
correría la sangre en El Salvador».
Las víctimas, y quienes preten -
dían que la justicia actuara de al-
guna manera, sentían indudable-
mente un amenaza al escuchar
esas palabras. Porque no se presu-

mía que fuera la sangre de los ge-
nerales la que fuera a correr.

Desde enero del año 2008, repre-
sentantes del arzobispado de El
Salvador y de la Compañía de Je-
sús han mantenido conversaciones
con el GOES sobre la posibilidad
de que el presidente de la repúbli-
ca, en nombre del Estado salvado-
reño, pida públicamente perdón
por los asesinatos de Monseñor
Romero y de los jesuitas. La inicia-
tiva del GOES se debió, fundamen-
talmente, a la búsqueda de salidas
ante la presión de la Comisión
Interamericana, que ve, con preo-
cupación, que no se cumplen nin-
guna de sus recomendaciones en
ambos casos. Frente a la impuni-
dad absoluta que ha dominado
hasta el presente, el reconocimien-
to de la dimensión estatal de los
crímenes es un primer paso hacia
otras fórmulas de reparación a las
víctimas. Y aunque la responsabili-
dad del Estado en los crímenes del
pasado abarca muchísimos más ca-
sos, de lograrse esta petición públi-
ca de perdón se abriría la puerta a
un dinamismo de reparación mo-
ral que hasta el presente no se ha
dado en El Salvador.

Casos con poder, casos
indefensos

Esta primera descripción de el caso
jesuitas, con tanta actividad nacio-
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nal en su entorno, nos lleva a pre-
guntarnos si realmente se trata del
caso más importante en El Salva-
dor, junto con el de Mons. Romero.
Y aunque ciertamente fueron los
casos con mayor publicidad, no
podemos afirmar a la ligera que
son los casos más graves. Las ma-
sacres, en general, son mucho más
graves, en la medida en que se ma-
ta indiscriminada y masivamente a
niños, mujeres, ancianos, ni siquie-
ra comprometidos en el ámbito del
debate ideológico.

En el Salvador hubo un buen nú-
mero de masacres, de diferente
nivel y cantidad de víctimas. In-
cluso después de las investigacio-
nes de la Comisión de la Verdad,
1992-1993, siguen apareciendo
nuevos lugares de masacres, co-
mo la de La Quesera, con una
cantidad de víctimas que superan
el centenar. Entre las más simbó-
licas aparece la del Mozote. Den-
tro de un operativo de tierra arra-
sada, realizado por el batallón
Atlacatl (los efectivos que poste-
riormente mataron a los jesuitas
pertenecían a este mismo bata-
llón), se fue asesinando a campe-
sinos, mujeres y niños, en varios
caseríos y aldeas del nororiente
salvadoreño. El más golpeado fue
sin duda el Mozote. Allí, en un
edificio de un solo salón, se asesi-
nó a 143 personas, cuyos restos
fueron debidamente individuali-
zados. De ellos, según los foren-

ses internacionales que analiza-
ron los esqueletos, 131 pertene -
cían a niños menores de doce
años de edad, cinco adolescentes
y siete adultos. Entre los adultos
había una mujer embarazada en
el último mes de su embarazo.

Aunque el caso fue llevado por la
Tutela Legal del Arzobispado de
San Salvador a la CIDH, la trascen-
dencia pública ha sido menor que
la de los asesinatos de Mons. Ro-
mero o los jesuitas. Incluso el Ejér-
cito salvadoreño sigue consideran-
do héroe y rindiendo honores al
coronel Domingo Monterrosa, se-
ñalado en 1993 por la Co misión de la
Verdad como el principal responsa-
ble de la masacre por estar al man-
do de la tropa que la cometió. En
efecto, el año 2007 el presidente de
la república exaltó la figura del co-
ronel Monterrosa y recibió pública-
mente, como regalo del Ministro
de Defensa, un busto del mencio-
nado militar.

Evidentemente esta masacre fue
una violación gravísima de los De-
rechos Humanos (DDHH). Proba-
blemente la más grave, dada la
frialdad con la que fue ejecutado el
crimen contra un grupo tan nume -
roso de niños en un mismo lugar.
Pero el hecho de que se tratara de
campesinos pobres tiene algo que
ver con el poco seguimiento que se
le ha dado. En realidad si no fuera
por el seguimiento que le ha dado
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al caso la Tutela Legal del Arzobis-
pado, así como sectores de la Igle-
sia local, el caso hubiera caído en
el olvido. En ese sentido sería una
profunda injusticia desvincular ca-

casos mediáticamente «famosos»,
y que fuera incapaz de vincular
los casos de resonancia interna-
cional a los casos de gente pobre,
nos ofrecería un resultado muy
débil. Y además constituiría una
especie de contrasentido. Porque
tanto los jesuitas como Romero
dieron su vida precisamente por
defender a estas personas, por
evitar que más personas como
ellas sufrieran la misma suerte, y
para que el recuerdo de este tipo
de víctimas generara otro tipo de
sociedad.

Los que llamamos casos poderosos
lo son, en general, porque recuer-
dan un sentido de la existencia,
más allá de las formulaciones reli-
giosas o ideológicas, que  puede y
debe universalizarse. Pero las so-
ciedades desarrolladas, que gene-
ralmente son las que aplican los
principios de justicia internacio-
nal, deben mantener siempre la
indispensable vinculación entre
los casos poderosos y los casos débi-
les o indefensos. Lo contrario sería
una manera de adquirir protago-
nismo, lavar la indiferencia real
con que las sociedades occidenta-
les viven la brutalidad lejana y
mantener en la impunidad casera
la cuota de responsabilidad que
las naciones desarrolladas tienen
en el mantenimiento de la pobre-
za y de la opresión en el mundo
de los pobres.
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la posición de la Compañía 
de Jesús en Centroamérica 

fue la de optar por mantener 
sus esfuerzos exclusivamente 

dentro de El Salvador; 
sin oponerse a que el caso se 

abriera en España, la decisión 
fue dejar muy claro que la 
apertura del mismo no era 

una iniciativa de los jesuitas; 
ciertamente se colaboró, pero 
se dejó claro que la Compañía 
de Jesús tenía como decisión 
prioritaria el continuar con 

su trabajo en favor de la 
reconciliación y la justicia 

en El Salvador

sos de mucha mayor resonancia
internacional, como el de Romero
o los jesuitas, de este tipo de crí-
menes. 

Una justicia internacional que se
ocupara exclusivamente de los



Justicia universal y justicia local

En el contexto de las luchas por ha-
cer justicia en el caso jesuitas, surgen
las conversaciones con el Center for
Justice and Accountability, que mos-
tró interés en iniciar el juicio en Es-
paña, apoyados en el principio de
jurisdicción universal frente a las
violaciones graves de los Derechos
Humanos. La posición de la Com-
pañía de Jesús en Centroamérica
fue la de optar por mantener sus
esfuerzos exclusivamente dentro
de El Salvador. Sin oponerse a que
el caso se abriera en España, la de-
cisión fue dejar muy claro que la
apertura del mismo no era una ini-
ciativa de los jesuitas. Ciertamente
se colaboró dando información e
incluso algunas recomendaciones a
las ONG que se presentaron como
demandantes y que pedían la cola-
boración del IDHUCA. Pero se de-
jó claro que la Compañía de Jesús
tenía como decisión prioritaria el
continuar con su trabajo en favor
de la reconciliación y la justicia en
El Salvador.

Las razones de esta ausencia de
iniciativa jesuítica en el caso espa-
ñol son varias. La Compañía insis-
tió desde el principio en un pro -
ceso de verdad, justicia y perdón.
Incluso en el caso de los dos mili-
tares que fueron condenados, la
Compañía de Jesús pidió inmedia-
tamente el indulto de ambos en

carta a la Asamblea Legislativa de
El Salvador. Este proceso, espe-
cialmente en la parte del indulto,
es mucho más complejo en la jus-
ticia internacional. 

Además, los jesuitas asesinados
quisieron desde siempre seguir
la suerte pobre y dura de los 
pobres de este país. Luchar prio-
ritariamente desde dentro de El
Sal vador, uniendo el caso jesui-
tas a tanto caso de violación de
DDHH, es una obligación de jus-
ticia y compañerismo con ellos. Y
finalmente la Compañía de Jesús
no quiere dar muestra de prepo-
tencia, utilizando sus recursos in-
ternacionales para lograr lo que
los salvadoreños de a pie no pue-
den lograr desde sus propios re-
cursos. 

Este tipo de posición no quiere ni
desalentar ni desacreditar otras
iniciativas en favor de un proceso
judicial abierto en la patria de ori-
gen de la mayoría de los jesuitas
asesinados en El Salvador. Al con-
trario, apreciamos las iniciativas
que se dan en el marco de la justi-
cia internacional y las considera-
mos un apoyo a los procesos de
nuestros países con débil institu-
cionalidad y con fuerte impuni-
dad. Pero, eso sí, no más que un
apoyo a la justicia transicional y
reconciliadora que no ha tenido El
Salvador desde el fin de la guerra
civil.
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Algunas personas interpretaron
este alejamiento jesuítico del caso
como desinterés por el tema de la
justicia. En la breve exposición del
contexto ha quedado claro que el
trabajo en favor de la misma den-

dispensables cuando la tarea fun-
damental es la victoria sobre la im-
punidad. Sin embargo, el trabajo a
realizar no es exactamente el mis-
mo. La justicia internacional es
siempre subsidiaria procesalmente
y con respecto a la justicia local.
Sociológicamente, en cambio, debe
ser complementaria. Pretender que
internacionalmente se pueda hacer
justicia a todas las víctimas de El
Salvador es un absurdo. La justicia
local, aun con sus limitaciones, tie-
ne que buscar el modo de construir
mecanismos de justicia abiertos a
todos, que sin duda serán diferen-
tes de los mecanismos que utilice
la justicia universal.

Con esto no queremos restarle im-
portancia a la justicia internacio-
nal. Es indispensable para defen-
sa y tutela de los Derechos Huma-
nos, así como para el debido
desarrollo de la doctrina al res-
pecto. La convicción de que «la
humanidad es una», como bien
resumen Lewis Hanke la antigua
y al mismo tiempo moderna in-
tuición lascasiana, exige de la co-
munidad internacional mecanis-
mos, disposiciones y medios que
garanticen jurídicamente esa uni-
dad en la igual dignidad del gé-
nero humano. Que en la «aldea
global» la justicia tiene también
que estar globalizada es más que
lógico y evidente. De hecho si El
Salvador, y otros países en cir-
cunstancias semejantes, se hubie-
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el juicio internacional no 
puede ser el modelo para un 

país de seis millones de 
habitantes en el que 

fácilmente habría que meter 
en la cárcel a más de 40.000 

personas por violaciones 
graves de DDHH en el 

tiempo de la guerra; esto es 
un poco difícil de imaginar 

en un país que tiene cárceles 
cuya capacidad de recibir 

presos se calcula en 8.000, y 
que tiene en la actualidad, 
hacinadas, más de 20.000 

personas ya presas

tro de El Salvador ha sido constan-
te. Incluso con relativa frecuencia
ha habido críticas locales de que se
mira demasiado al pasado y que lo
que importa es ver hacia el futuro.
La realidad es que el trabajo inter-
no (justicia local) y el trabajo exter-
no (justicia internacional) son in-



ran adherido al Tribunal Penal In-
ternacional, aun con las restriccio-
nes temporales que el tratado co-
rrespondiente impone, hubieran
dado una muestra de voluntad
política frente a posibles violacio-
nes de DDHH. Pero el miedo a la
justicia en general, y a la justicia
universal en particular, va más
allá de las restricciones tempora-
les del Estatuto de Roma.

Esta diferencia y complementarie-
dad entre justicia universal y jus-
ticia local merece una reflexión
más honda. La justicia internacio-
nal puede resolver algunos casos
simbólicos, y desde ahí contribuir
a crear nuevas y favorables condi-
ciones jurídicas y de opinión pú-
blica en los países donde las vio-
laciones a los DDHH han tenido
efecto. El caso de Pinochet es el
más evidente. Sin embargo, este
mismo caso no hubiera tenido el
efecto que tuvo si al interior de
Chile no se hubieran dado ya toda
una serie de esfuerzos en favor de
la justicia y la reparación de las
víctimas. Y, por supuesto, si la jus-
ticia chilena no hubiera continua-
do ampliando el panorama de la
búsqueda de la verdad. De esta
manera, aunque el protagonismo
de la detención de Pinochet eclip-
só en muchos aspectos otros es-
fuerzos del día a día en Chile, el
verdadero trabajo de fondo se dio
dentro de la sociedad y la justicia
chilena.

En el caso jesuitas en particular la
complementariedad es todavía
más necesaria. Chile es un país
con una institucionalidad más
desarrollada y sólida que la salva-
doreña. Un juicio en España no
tendrá mayores efectos si la socie-
dad salvadoreña no continúa sus
esfuerzos buscando una fórmula
que garantice el acceso a la justicia
y a la reparación de tanto crimen
cometido y tanta víctima sin satis-
facción de ningún tipo. Los cálcu-
los aproximados de la Tutela Le-
gal del Arzobispado y del IDHU-
CA hablan de 70.000 muertos,
repartiéndose las responsabilida-
des en un 10% al FMLN y en el
90% restante al estado salvado -
reño. Los cálculos que hizo la Co-
misión de la Verdad sobre aproxi-
madamente 20.000 denuncias de
graves violaciones de DDHH re-
cogidos durante un período de
seis meses, no se diferenciaban
mayormente de las proporciones
mencionadas. En efecto, la Comi-
sión de la Verdad atribuía el 5% de
las graves violaciones denuncia-
das al FMLN, el 85% al estado sal-
vadoreño, y dejaba un 10% en la
imposibilidad de saber a quién
podía atribuirse el crimen.

Evidentemente uno es el juicio in-
ternacional contra un grupo de
personas individualizado, y otra es
la respuesta que debe darse a una
serie de crímenes masivos en una
sociedad donde las partes en con-
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flicto (y en violación de DDHH)
han salido de la guerra por la vía
del diálogo y se mantienen como
las fuerzas dominantes política y
económicamente en el país, gozan-
do en buena parte de impunidad e
indiferencia frente a los crímenes
del pasado. En otras palabras, que
el juicio internacional, con su siste-
ma de justicia propio, no puede ser
el modelo para un país de seis mi-
llones de habitantes en el que fácil-
mente habría que meter en la cárcel
a más de 40.000 personas por vio-
laciones graves de DDHH en el
tiempo de la guerra. Esto es un po-
co difícil de imaginar en un país
que tiene cárceles cuya capacidad
de recibir presos se calcula en
8.000, y que tiene en la actualidad,
hacinadas, más de 20.000 personas
ya presas.

La justicia local en estos casos tiene
que enmarcarse, lógicamente, en
una legislación especial adecuada
a sus propias circunstancias, dife-
rente a su propio sistema ordinario
y con procedimientos distintos a
los de la justicia internacional. Ello
no quita que la justicia internacio-
nal pueda perseguir a los autores
de grandes crímenes. Pero de he-
cho no puede sustituir a los proce-
sos de reconciliación que se deben
dar en países que salen de guerras
sucias o civiles y que deben estar
afincados sobre procesos de esta-
blecimiento de la verdad, pasos re-
ales de justicia que miren especial-

mente a la reparación y, por tanto,
a las víctimas, y mecanismos de
perdón en los que debe no conside-
rarse la amnistía, sino el indulto.

La justicia internacional, en este
contexto, funciona especialmente
contra aquel tipo de personalidades
que por los cargos desempeñados
en el propio país pueden quedar fá-
cilmente en la impunidad. Satisface
a las víctimas en la medida en que
éstas ven simbolizado en las figuras
de poder el origen de sus males, pe-
ro las deja en una situación débil
desde el punto de vista de la justi-
cia. Una cosa es el origen simbólico
de la injusticia y otra la injusticia di-
recta, recibida de gente con la que
se convive. Una es la satisfacción de
que el poderoso pague por sus crí-
menes, y otra la permanencia de la
víctima en la situación provocada
por la ofensa. Conocer la verdad,
poder decirle al victimario concreto
que él es el culpable, poder recibir
una petición directa de perdón de
parte del victimario, establecer la
dignidad de las víctimas, recibir
compensaciones estatales, bien se-
an morales o económicas, son parte
de un proceso indispensable para
una reconciliación.

El caso jesuitas y la justicia local

Que la justicia local no ha funcio-
nado en el caso jesuitas ha quedado
ya establecido. Sin embargo, el caso
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jesuitas ha permitido a lo largo de
estos veinte años mantener, a veces
casi en solitario, la insistencia en
que a los crímenes del pasado hay
que darles una respuesta mucho
más humana, justa y reconciliado-
ra, de la que se le ha pretendido dar
a través de la ley de amnistía. Y ha
logrado dejar claro, ante quienes
tenían interés en el caso, que la va-
loración de el caso jesuitas hay que
unirlo a hechos mucho más graves
como lo fueron las masacres del
Sumpul, el Mozote, la Quesera, las
Hojas, el Junquillo, etc. Esta idea ha
sido sistemáticamente repetida en
todos los aniversarios de la muerte
de los jesuitas, que año tras año se
ha ido celebrando con una afluen-
cia de personas que ronda los
10.000 asistentes, especialmente en
la celebración de la vigilia.

Desde este caso se ha tratado de re-
lanzar a la discusión pública lo que
sería una nueva ley de reconcilia-
ción en El Salvador. Partiría de la
derogación de la Ley de Amnistía,
que fue, como se repitió desde el
primer momento, una bofetada en
el rostro de los más pobres. Porque
al menos a los jesuitas y a Mons.
Romero, a pesar de dicha ley, les
hemos podido dar, desde la socie-
dad civil local e internacional, un
cierto tipo de reparación moral. Pe-
ro los más pobres no han obtenido
más que marginación y olvido.

Al mismo tiempo que se deroga la
ley de amnistía, debe promulgarse
la ley que llamamos, por ponerle
algún nombre, de reconciliación.

El caso jesuitas de El Salvador y la Justicia Universal
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los actos de reparación 
moral pasan por la 

designación de calles, 
monumentos, días dedicados 

especialmente a grupos 
simbólicos, mujeres, niños, 
ancianos, por ejemplo, que 
hubieran sufrido distintos 

tipos de brutalidad; 
el Estado, asimismo, 

y en particular la Fuerza 
Armada como institución, 

debería llevar a cabo 
públicamente peticiones 
de perdón que abarcaran 

a todos los grupos víctimas 
de delitos de lesa 

humanidad

Esta ley debe partir de una afir-
mación general de la dignidad de
las víctimas asesinadas, desapare-
cidas, torturadas y violadas du-
rante la guerra civil, y de la obli-
gación del estado de investigar y
colaborar con la investigación de



la verdad. Los archivos estatales
de la época, incluidos los milita-
res, deben permanecer abiertos no
sólo a los investigadores de las
instancias públicas, sino a todos
aquellos miembros de la sociedad
civil interesados acreditadamente
en la recuperación histórica, en la
investigación de las violaciones de
los derechos humanos, en la de-
fensa de las víctimas y en la bús-
queda de desaparecidos. La ley
debe ofrecer mecanismos de acce-
so eficaces y sencillos a ese tipo de
archivos. En ese contexto el GOES
debe apoyar la petición de la so-
ciedad civil de que los archivos de
la Comisión de la Verdad, hoy sepul-
tados en los sótanos del edificio de
las Naciones Unidas en Nueva
York, pasen a ser patrimonio del
pueblo salvadoreño y se integren
en alguna biblioteca o archivo de
acceso público.

La ley de reconciliación debe asi-
mismo establecer un período de
tiempo durante el cual las vícti-
mas de graves violaciones de De-
rechos Humanos, sus representan-
tes, o quienes se sientan ofendi-
dos, puedan acudir a instancias
reparadoras y transicionales de
justicia. En el caso de El Salvador
deberían organizarse comités de
justicia transicional ante los que
las víctimas o sus herederos pu-
dieran manifestar sus reclamacio-
nes. Comités de justicia o tribuna-
les alternativos, que tuvieran la

capacidad de llamar a los pre -
suntos violadores, interrogarlos e
invitarles a escuchar a los de -
mandantes, y que finalmente reco-
mendaran al sistema judicial sal-
vadoreño el indulto en favor de
aquellos que reconocieran su res-
ponsabilidad y pidieran perdón a
las víctimas, escuchando pública-
mente las consideraciones del pro-
pio comité. Quienes rechazaran
estos pasos serían sometidos a in-
vestigación y proceso judicial. Al
mismo tiempo estos comités po-
drían ordenar a las instituciones
estatales que retiraran de lugares
públicos símbolos, nombres de
personas o títulos de plazas que
correspondieran a la exaltación de
violadores de DDHH, señalados
tanto en el informe de la Comisión
de la Verdad como en otras investi-
gaciones posteriores.

Estos mismos comités recomenda-
rían al Estado los actos de repara-
ción moral e incluso económica
que cada caso mereciera. Los actos
de reparación moral pasan por la
designación de calles, monumen-
tos, días dedicados especialmente
a grupos simbólicos, mujeres, ni-
ños, ancianos, por ejemplo, que
hubieran sufrido distintos tipos de
brutalidad. El Estado, asimismo, y
en particular la Fuerza Armada co-
mo institución, debería llevar a ca-
bo públicamente peticiones de per-
dón que abarcaran a todos los gru-
pos víctimas de delitos de lesa
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humanidad. Peticiones de perdón
que reconocieran la dignidad de
las víctimas, la tergiversación insti-
tucional de sus deberes constitu-
cionales y el compromiso de nunca
más violar derechos fundamenta-
les de la persona. Estas peticiones
de perdón deberían contar previa-
mente con el visto bueno de la Pro-
curaduría para la Defensa de los
Derechos Humanos.

Las comunidades afectadas por
masacres que permanezcan en la
pobreza deberán ver garantizada
en la ley de reconciliación, como
forma de compensación, un apoyo
especial para el desarrollo, cons-
truyendo el Estado adecuados
centros educacionales, de salud,
pavimentación de calles de acce-
so, programas de vivienda digna
y desarrollo económico.

Si el caso jesuitas, o el caso Romero,
no logran incidir en un proceso se-
rio de reconciliación en el que las
víctimas prevalezcan sobre los
verdugos, algo habrá fallado en
ambos casos. Incluso en el caso de
que se llegara a medidas extre-
mas, como el encarcelamiento de
los actores.

Hacia la debida colaboración

La Justicia internacional se enmar-
ca en un rico desarrollo de la doc-
trina de DDHH, pero también en

la necesidad de colaborar con la
justicia en países donde las estruc-
turas jurídicas no funcionan ade-
cuadamente. En la película Hotel
Rwanda el protagonista le dice a
un periodista que si se publicaran
en Occidente las matanzas locales,
éstas se detendrían de inmediato.
El periodista le contesta diciéndo-
le que en Europa la gente vería la
noticia en televisión, diría qué ho-
rror, y seguiría cenando. Los casos
de justicia internacional, además
de despertar una lógica satisfac-
ción por haber hecho algo ante las
terribles injusticias cometidas, de-
berían añadir reflexión a las políti-
cas internacionales del mundo
desarrollado que ni siquiera cum-
ple con el propio compromiso de
justicia, esta vez social, de llegar a
donar el 0,7% de su PIB para el
desarrollo de los países empobre-
cidos. El comercio de armas de
fuego, la solidaridad efectiva con
quienes luchan en favor de los
DDHH, la búsqueda de unas es-
tructuras de comercio justo, sin
tanto proteccionismo de lo propio,
mientras se exige libre comercio a
los países más débiles, son temas
en muchos aspectos clave de cara
a la vida de nuestro pueblos.

La experiencia a lo largo de el caso
jesuitas fue de una extraordinaria
solidaridad en personas indivi-
duales, acompañada de una soli-
daridad tibia de los gobiernos, in-
cluso de los que se decían amigos
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o del que eran originarias las vícti-
mas. Las presiones en favor de una
justicia clara y seria en El Salvador
nunca fueron exigentes ni fuertes.
La generosidad económica de al-
gunos Estados con las víctimas se
mezcló con frecuencia con el mie-
do a crear tensiones diplomáticas
con los gobiernos salvadoreños de
turno. En algún momento un se-
cretario de estado español trató de
presionar en las más altas esferas
de la Compañía de Jesús para que
se silenciara a quienes seguían tra-
bajando por la justicia en El Salva-
dor, ofreciendo a cambio mayor
generosidad en el financiamiento
de obras de desarrollo de los jesui-
tas en América Latina. La justicia
internacional, que en buena medi-
da ha logrado desligarse de los ti-
bios y con frecuencia egoístas inte-
reses de los gobiernos, puede y de-
be ser fundamental, dentro de los
Estados desarrollados, no sólo pa-
ra complementar y alentar esfuer-
zos en nuestros países pobres y
con débil institucionalidad, sino
también para mostrar las falencias
de los propios gobiernos del mun-
do desarrollado que con frecuen-
cia dejan a las víctimas demasiado
indefensas ante la barbarie y el
abuso del poder.

La ayuda internacional, sin dismi-
nuir, tiene que pensarse de otra
manera. No es lógico que la justi-
cia española persiga crímenes que
no han sido juzgados adecuada-

mente en El Salvador, y el Gobier-
no español siga privilegiando la
ayuda de gobierno a gobierno en
el mismo país en el que se ha ase-
sinado impunemente a varios de
sus ciudadanos. Apoyar con los
mismos recursos que se suelen dar
de gobierno a gobierno, o con más,
a la sociedad civil comprometida
con cambios estructurales, puede a
la larga ser más provechoso que
mantener esas relaciones especia-
les de amistad intergubernamenta-
les, con lo que comportan de am-
bigüedad, mientras el sistema ju-
dicial recorre otras veredas.

Justicia internacional sí. La hu-
manidad es una y el principio de
jurisdicción y tutela universal de
los Derechos Humanos es un lo-
gro de esa conciencia. Pero quie-
nes defienden el principio de ju-
risdicción universal en la defensa
y tutela de los DDHH tienen que
tener la suficiente humildad co-
mo para sentirse no los protago-
nistas de la historia de dichos de-
rechos, sino los servidores de
aquellos que en el día a día arries-
gan fama, posibilidades e incluso
la vida por defender a los más
pobres y olvidados de la gran fa-
milia humana. Y deben también,
desde su posición privilegiada,
contribuir al desvelamiento de
las ambigüedades, cobardías y et-
nocentrismos que persisten toda-
vía, y causando daño, en los paí-
ses desarrollados. ■
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